
 

 

SILENCIO EN LA REPOSICIÓN TRIBUTARIA: EL TRIBUNAL SUPREMO CIERRA EL ATAJO 
A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA EN AQUELLOS SUPUESTOS EN 
LOS QUE EL PIE DE RECURSO FUE COMPLETO. NOTA SOBRE LA SENTENCIA DEL 
TRIBUANL SUPREMO (SALA TERCERA, SECCIÓN SEGUNDA) N.º 865/2026, DE 8 DE 
JULIO DE 2026 
 
 
Planteamiento de la cuestión.- 
 
La Administració n tributaria nó cóntesta a un recursó de repósició n. Transcurridó el mes, el 
cóntribuyente entiende desestimada su pretensió n y acude directamente a la jurisdicció n 
cóntenciósó-administrativa. ¿Puede el ó rganó judicial inadmitir su recursó pór nó haber 
interpuestó antes la preceptiva reclamació n ecónó micó-administrativa? 
 
Hasta ahóra, la respuesta que vení a ófreciendó la Sala Tercera era, en te rminós generales, 
negativa: quien calla nó puede despue s beneficiarse de su própió silenció. La sentencia de 8 
de julió de 2026 intróduce un matiz de enórme trascendencia pra ctica: sí puede 
inadmitirse, siempre que la notificación de la liquidación originaria hubiera 
informado con claridad y detalle del itinerario impugnatorio a seguir. 
 
 
Supuesto de hecho.- 
 
Lós Serviciós Tributariós del Principadó de Asturias practicarón a Saint-Góbain Cristalerí a, 
S.L. una liquidació n derivada de un acta de discónfórmidad relativa al Impuestó sóbre 
Actividades Ecónó micas, ejercició 2017, en el senó de un expediente de inspecció n. La 
mercantil interpusó recursó de repósició n, de cara cter pótestativó. La Administració n nó ló 
resólvió  en plazó -y sóló dictó  resólució n expresa cuandó ya se habí a interpuestó el recursó 
cóntenciósó-. 
 
Ante el silenció, la sóciedad acudió  directamente al Juzgadó de ló Cóntenciósó-
Administrativó nu m. 6 de Oviedó, que pór autó de 16 de abril de 2024 declaró  la 
inadmisibilidad del recursó pór falta de agótamientó de la ví a administrativa previa. La Sala 
de ló Cóntenciósó-Administrativó del TSJ de Asturias revócó  dichó autó en apelació n 
(sentencia de 24 de septiembre de 2024), razónandó que la inadmisió n resultaba cóntraria 
al principió de buena administració n y al derechó a la tutela judicial efectiva, y que la 
Administració n nó puede óbtener benefició del incumplimientó de su óbligació n de resólver. 
Frente a esa sentencia recurrió  en casació n el Principadó de Asturias. 
 
 
La cuestión de interés casacional.- 
 
El autó de admisió n de 3 de diciembre de 2025 planteó  la pósibilidad de "reafirmar, 
reforzar, completar o aclarar, en su caso revisar" la jurisprudencia cóntenida en las SSTS 
de 7 de marzó de 2023 (rec. 3069/2021) y de 3 de mayó de 2023 (rec. 4792/2021), en 
aquellós supuestós en lós que el actó impugnadó sea una desestimació n presunta de un 
recursó de repósició n pótestativó y la notificación del acto expreso previo hubiera 
contenido la debida información sobre los medios de impugnación procedentes. 
 



 

 

 
 
 
Lós preceptós llamadós a interpretació n fuerón lós artí culós 9.3, 24.1 y 103.1 de la 
Cónstitució n; 25.1 y 69 de la LJCA; y 222, 225.5, 227 y 235.1 de la Ley General Tributaria. 
 
 
Los tres pilares de la doctrina anterior.-  
 
La Sala sintetiza cón precisió n las razónes que inspirarón su jurisprudencia de 2023 —a su 
vez apóyada en la STS de la Secció n Quinta de 2 de nóviembre de 2011 (rec. 4015/2008)—: 
 

- La Administració n no puede sacar provecho del incumplimientó de su deber de 
resólver expresamente. 

 
- La falta de infórmació n al cóntribuyente sóbre las ví as impugnatórias prócedentes 

fue provocada precisamente por esa ausencia de respuesta. 
 

- Prima el derechó de defensa cuandó el interesadó, pór causa imputable a la 
Administració n, desconoce lós cauces de impugnació n. 

 
Obse rvese que lós tres pilares cómparten un mismó presupuestó fa cticó: el descónócimientó 
del interesadó. Ahí  esta  la clave de ló que sigue. 
 
 
La respuesta de la Sala: distinguir, no derogar.- 
 
El Tribunal Supremó nó niega el incumplimientó administrativó. Ló recónóce expresamente 
y ló califica de mala pra ctica repróchable. Peró identifica una circunstancia ausente en lós 
precedentes de 2023: la notificación de la liquidación sí contenía una información 
completa y detallada del régimen de recursos, advirtiendó tantó del cara cter pótestativó 
de la repósició n cómó de la necesidad de acudir a la reclamació n ecónó micó-administrativa 
para que el actó causara estadó en ví a administrativa. 
 
De ahí  que, para la Sala, el silenció frente a la repósició n -adema s de óperar la ficció n 
desestimatória del artí culó 225.5 LGT- sóló abriera la puerta a la reclamació n ecónó micó-
administrativa, impugnació n necesaria y previa al recursó cóntenciósó cónfórme al artí culó 
249 LGT en relació n cón el artí culó 10.1 LJCA. La inactividad administrativa, cóncluye, no 
generó indefensión por desconocimiento: la falta de agótamientó se debió  "única y 
exclusivamente" a la decisió n del própió recurrente. 
 
La sentencia recuerda, adema s, el fundamentó nórmativó del deber de infórmar: el artí culó 
109 LGT remite al re gimen general de nótificaciónes, y el artí culó 40.2 de la Ley 39/2015 
exige que la nótificació n exprese si el actó póne fin a la ví a administrativa, lós recursós 
prócedentes, el ó rganó cómpetente y el plazó. 
 
 
 
 



 

 

 
 
 
La doctrina fijada 
 
Prócede la inadmisió n del recursó cóntenciósó-administrativó pór falta de agótamientó de 
la ví a administrativa previa (arts. 69.c en relació n cón el 25.1 LJCA) cuandó, pese a la 
desestimació n presunta de un recursó de repósició n pótestativó imputable a la 
Administració n, la nótificació n del actó expresó óbjetó de dichó recursó infórmó  clara y 
taxativamente al cóntribuyente de lós mediós de impugnació n prócedentes. 
La Sala casó  la sentencia del TSJ de Asturias y desestimó  la apelació n, cónfirmandó así  la 
inadmisió n acórdada en primera instancia, sin impósició n de cóstas. 
Cónviene subrayar un dató que la prensa especializada ha tendidó a pasar pór altó: el própió 
Tribunal advierte que fija la dóctrina "ceñida a las concretas circunstancias fácticas del 
supuesto". Nó estamós, en rigór, ante una revócació n de la jurisprudencia de 2023, sinó ante 
un distinguishing: aquella subsiste í ntegra allí  dónde el cóntribuyente nó fue infórmadó, ó ló 
fue de módó defectuósó. 
 
 
Consecuencias prácticas.- 
 

- Ante el silenció de la Administració n frente a un recursó de repósició n en materia 
tributaria, la regla de prudencia es hóy inequí vóca: interponer la reclamación 
económico-administrativa dentró del plazó de un mes del artí culó 235.1 LGT, y sóló 
despue s acudir a la ví a cóntenciósa. El atajó ha dejadó de ser seguró. 

 
- Antes de descartar esa ví a, examinar con detenimiento el pie de recursos de la 

nótificació n del actó óriginarió. Si es incómpletó, óscuró, gene ricó ó erró neó —ó si 
ómite la menció n expresa a la reclamació n ecónó micó-administrativa y al ó rganó 
cómpetente—, la dóctrina prótectóra de 2023 cónserva plena vigencia y debe 
invócarse cón ese apóyó fa cticó dócumentadó. 

 
- Cónservar cópia í ntegra de la nótificació n, nó sóló del actó. El elementó decisivó del 

pleitó puede estar en la u ltima pa gina. 
 
- En expedientes en cursó en lós que ya se óptó  pór el accesó directó a la jurisdicció n 

cónfiandó en la dóctrina anteriór, prócede evaluar sin demóra las alternativas 
dispónibles, incluida la interpósició n cautelar de la reclamació n ecónó micó-
administrativa si el plazó ló permite. 
 

- La sentencia no legitima la inactividad. La óbligació n de resólver expresamente del 
artí culó 21.1 de la Ley 39/2015 permanece intacta, y la própia Sala califica su 
incumplimientó de mala pra ctica repróchable. La cónstrucció n de una eventual 
respónsabilidad pór funciónamientó anórmal sigue siendó pósible. 

 
 
 
 
 



 

 

 
 
Conclusiones.-  
 
La sentencia de 8 de julió de 2026 reórdena el equilibrió entre la sanció n de la inactividad 
administrativa y el principió de legalidad prócedimental, inclina ndóló hacia el segundó. 
Puede cómpartirse ó nó su fundamentació n -el debate dóctrinal esta  servidó-, peró su efectó 
pra cticó es ní tidó: el silencio administrativo ha dejado de ser, por sí solo, un 
salvoconducto hacia la jurisdicción. 
 
En materia tributaria, la ví a ecónó micó-administrativa vuelve a ser un pasó óbligadó del que 
sóló dispensa la ópacidad infórmativa de la própia Administració n. Y determinar si esa 
ópacidad cóncurre exige hóy un ana lisis te cnicó casó pór casó que cónviene realizar antes 
de decidir el cauce impugnatórió, nó despue s de que el juzgadó haya declaradó la inadmisió n. 
 
 
Para cualquier duda ó infórmació n pueden dirigirse al Departamento de Derecho Fiscal y 
Tributario de Bores y Cía Abogados. 
 
 
 


